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Respetada Señora: 
Se basa la consulta objeto de estudio en resolver diversas inquietudes relacionadas con los siguientes temas: (i) régimen jurídico que rige la recolección de escombros, y (ii) suspensión del servicio de aseo.
Antes de brindar una respuesta puntual a cada una de las inquietudes de su consulta, debemos advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero2 del artículo 79 de la Ley 142 de 19943, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 20014 esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya.
Lo anterior podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
Teniendo en cuenta lo anterior, esta Oficina pasará ahora a pronunciarse en relación con los temas objeto de su consulta, relacionados, principalmente, con el régimen jurídico vigente en materia de recolección de escombros (preguntas 1, 3, 4 y 5), así como con la posibilidad de suspender el servicio de aseo (pregunta 2), de la siguiente manera:
1. Régimen Jurídico vigente en materia de recolección de escombros
El Decreto 1713 de 2002 define escombro como “... todo residuo sólido sobrante de las actividades de construcción, reparación o demolición, de las obras civiles o de otras actividades conexas, complementarias o análogas”. Por su parte, el artículo 44 ibídem, sobre recolección de los mismos dispone lo siguiente:
ARTÍCULO 44. RECOLECCIÓN DE ESCOMBROS. Es responsabilidad de los productores de escombros su recolección, transporte y disposición en las escombreras autorizadas. El Municipio o Distrito y las personas prestadoras del servicio de aseo son responsables de coordinar estas actividades en el marco de los programas establecidos para el desarrollo del respectivo Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos, PGIRS.
La persona prestadora del servicio público de aseo podrá prestar este servicio, de acuerdo con los términos de la Resolución 541 de 1994 del Ministerio del Medio Ambiente o la que la sustituya o modifique. En cualquier caso, la recolección, transporte y disposición final de escombros deberá efectuarse en forma separada del resto de residuos sólidos.
Por su parte, el Decreto 838 de 2005, señala en su artículo 23 lo siguiente:
ARTÍCULO 23. DISPOSICIÓN DE ESCOMBROS. Los escombros que no sean objeto de un programa de recuperación y aprovechamiento deberán ser dispuestos adecuadamente en escombreras cuya ubicación haya sido previamente definida por el municipio o distrito, teniendo en cuenta lo dispuesto en la Resolución 541 de 1994 del Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial o la norma que la sustituya, modifique o adicione y demás disposiciones ambientales vigentes.
Sobre el particular y en atención a las visitas de inspección realizadas por esta Superintendencia durante el año 2007, teniendo en cuenta la inadecuada disposición final de escombros, los cuales son dejados en calles, separadores, zonas verdes, fuentes de agua y zonas de conservación ambiental, en el marco de sus funciones de vigilancia y control, esta entidad expidió la Circular 10 de 2007 por medio de la cual se recordó a los alcaldes municipales, la Policía Nacional, los prestadores del servicio público de aseo, los usuarios y la ciudadanía la necesidad de adelantar las acciones necesarias para el adecuado manejo de los escombros y residuos producidos en la actividad de construcción y/o remodelación de inmuebles. A continuación, extractamos algunos apartes de la mencionada circular:
“(…) los ALCALDES MUNICIPALES deben contar con las escombreras autorizadas necesarias que permitan cumplir con la obligación prevista en los artículos 44 y 102 del Decreto 1713 de 2002 y dar a conocer de forma masiva a todos sus habitantes los mecanismos establecidos en cada municipio para cumplir con esta responsabilidad.
Así mismo, los ALCALDES MUNICIPALES deben revisar los programas establecidos para el desarrollo del Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos en su municipio, con el fin de determinar la responsabilidad que allí exista por parte de las EMPRESAS PRESTADORAS DEL SERVICIO DE ASEO respecto a la recolección, transporte y disposición de los escombros generados por sus usuarios.
Las EMPRESAS PRESTADORAS DEL SERVICIO DE ASEO que ofrezcan este servicio, deben divulgarlo ampliamente a los usuarios y facilitar la utilización del mismo a precios razonables.
Tal como lo establece la Resolución 541 de 1994, expedida por el Ministerio de Ambiente, los MUNICIPIOS deben determinar los sitios en los que operarán las escombreras y solicitar la respectiva licencia ambiental.
Así mismo, las escombreras para la disposición final deben responder a los volúmenes producidos y características de los materiales y elementos, así como a las distancias óptimas de acarreo. Los vehículos destinados para el transporte de escombros deben tener contenedores o platones que garanticen que la carga depositada quede contenida en su totalidad, la cual debe estar cubierta con material resistente para evitar su dispersión.
Se recuerda además, que la recolección, transporte y disposición final de escombros, deberá efectuarse en forma separada del resto de residuos sólidos y debe ser prestado de manera ágil, evitando así que los usuarios contraten el servicio con personas no autorizadas por la ley.
Los USUARIOS y CIUDADANÍA que generen escombros están en la obligación de dar cumplimiento a la normatividad vigente y a sus deberes como usuarios, para lo cual deben responder por la adecuada recolección, transporte y disposición de estos residuos en las escombreras autorizadas.
Los escombros no pueden almacenarse ni disponerse en áreas de espacio público ni en zonas verdes.
El incumplimiento a estas normas es sancionable por las AUTORIDADES DE POLICÍA, de acuerdo con lo establecido en el Decreto 605 de 1996 (Capítulo I del Título IV) y el Decreto 1713 de 2002, quienes pueden imponer las sanciones que van desde llamados de atención, multas hasta el cierre de establecimiento. (…)”
Adicionalmente, es importante señalar que la Ley 1259 de 2008, modificada por la Ley 1466 de 2011, “Por medio de la cual se instaura en el territorio nacional la aplicación del comparendo ambiental a los infractores de las normas de aseo, limpieza y recolección de escombros; y se dictan otras disposiciones”, hace expresas referencias a este tipo de residuos.
Así, por ejemplo, el artículo 2 define escombro como “Todo tipo de residuo sólido, resultante de demoliciones, reparación de inmuebles o construcción de obras civiles; es decir, los sobrantes de cualquier acción que se ejerza en las estructuras urbanas” y escombrera como el “Lugar, técnica y ambientalmente acondicionado para depositar escombros”.
Esta norma extiende la aplicación del comparendo ambiental a quienes realicen mala disposición o mal manejo de los residuos sólidos o los escombros. Si bien esta Ley no ha sido reglamentada, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, mediante concepto 66108 del 23 junio de 2009, aclaró que:
La Ley 1259 de 2008, distribuyó competencias reglamentarias, entre el gobierno nacional y local. En desarrollo de las competencias asignadas al nivel nacional, en la actualidad este Ministerio trabaja en la redacción de un proyecto de decreto que tiene como finalidad establecer las directrices generales para la reglamentación por parte de las autoridades locales de los contenidos normativos de la Ley del Comparendo Ambiental. Dichas directrices incluyen entre otros aspectos:
1. Las sanciones por las infracciones de la Ley 1259 de 2008 son de naturaleza policiva y se impondrán independientemente de la facultad sancionatoria de la autoridad ambiental, sanitaria, de tránsito o de la autoridad encargada de la inspección y vigilancia de la prestación del servicio público de aseo.
1. El procedimiento que se establezca, así como su implementación por parte de las autoridades ejecutoras debe, en todo caso ser respetuoso del derecho fundamental al debido proceso. En ese sentido, el entonces Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial Juan Lozano en comunicado del 19 de febrero de 2009, manifestó: “Debe quedar absolutamente claro que de la ley no se puede derivar una lectura que conduzca al ejercicio arbitrario de una facultad sancionatoria frente a una población vulnerable. Es responsabilidad de los alcaldes y concejales estimular a la sociedad a entender y proteger la actividad del reciclaje y la recuperación ambiental. Teniendo en cuenta lo anterior, los respectivos acuerdos municipales que se aprueben en desarrollo de la ley deben propender por estimular la asociatividad dentro de la población de recicladores y recuperadores ambientales y por hacer esfuerzos expresos en la protección de esta población.
Por lo anterior, la infracción relativa a la extracción total o parcial de los residuos sin autorización alguna, solo podrá ser aplicable, una vez el municipio o distrito haya diseñado e implementado un sistema de aprovechamiento que incluya acciones afirmativas para la población recicladora en el arco de su PGIRS.
- El procedimiento para determinar la responsabilidad del presunto infractor deberá indicar al menos, la sanción prevista para la infracción; la posibilidad de acatar directamente l sanción o de comparecer para controvertir la responsabilidad; y el término y la autoridad ante la cual debe comparecer.
- La Policía Nacional, los Agentes de Tránsito, los Agentes de Policía en funciones de Tránsito, los inspectores de Policía y los Corregidores son los encargados de imponer el Comparendo Ambiental a los presuntos infractores y el competente para determinar la responsabilidad e imponer las sanciones en caso de controversia es el respectivo alcalde o quien este delegue.
- En lo no reglamentado por los Concejos locales, se estará a lo dispuesto en las normas contenidas en el código nacional de policía y en el código contencioso administrativo.
El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, con el fin de apoyar la reglamentación que compete a las entidades territoriales, remitió el 20 de febrero de 2009 a la Federación Nacional de Municipios algunas recomendaciones, las cuales pueden ser acogidas por el respectivo Concejo y Alcalde municipal o distrital en ejercicio de sus competencias autónomas y en cumplimiento de la Ley 1259 de 2008.
1. Los Alcaldes municipales o distritales.
a. Determinarán la autoridad encargada de adelantar el procedimiento e imponer la sanción correspondiente al comparendo ambiental. La competencia para la imposición del comparendo está asignada directamente por la Ley 1259 en los agentes de policía nacional, agentes de tránsito, inspectores de policía y corregidores.
b. Ordenarán la impresión del formato del comparendo ambiental conforme al decreto reglamentario del orden nacional y su distribución entre las autoridades encargadas de su imposición.
c. Constituirán un fondo o una cuenta especial con el recaudo del Comparendo Ambiental, con destinación específica para los programas establecidos en el artículo 12 de la Ley 1259 de 2008.
d. Destinarán los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios para la implementación del comparendo ambiental. En caso de requerirse, deberá presentar la iniciativa de acuerdo para la destinación presupuestal o su adición correspondiente.
e. Determinarán la cuenta bancaria en la cual deberán ser consignadas las multas
correspondientes a las sanciones por las infracciones.
f. Crearán, en cumplimiento de la obligación impuesta en el artículo 20 de la Ley 1259 de 2008, el Registro Municipal o Distrital de Infractores.
2. Los Concejos adoptarán por acuerdo:
a. El procedimiento tanto para la imposición del comparendo ambiental como para la imposición de la sanción.
b. La fecha a partir de la cual entra en vigencia el comparendo ambiental en el
respectivo municipio o distrito.
c. Las sanciones correspondientes a cada una de las infracciones codificadas en el
decreto reglamentario del orden nacional.
d. Las entidades educativas del respectivo municipio o distrito, encargadas de
ejecutar las sanciones pedagógicas de que trata el numeral 1º del artículo 7 de la Ley 1259 de 2008 y las condiciones generales de tales cursos pedagógicos.
e. La aprobación de los recursos necesarios para la implementación del comparendo ambiental a iniciativa del alcalde.
Ahora bien, tal como lo ha manifestado esta Oficina en diferentes oportunidades, se tiene que las actividades de recolección, transporte, tratamiento y disposición final de escombros constituyen servicio público y se rigen por la Ley 142 de 1994, modificada por las Leyes 632 de 2000 y 689 de 2001, razón por la cual tanto las actividades como sus prestadores, se encuentran sometidos a la vigilancia de esta Superintendencia, conforme con lo establecido en el artículo 79 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001 que determina que las personas prestadoras de servicios públicos y aquellas que, en general, realicen actividades que las haga sujetos de aplicación de las leyes 142 y 143 de 1994, están sujetos al control y vigilancia de esta entidad.
En el mismo sentido, se pronuncio la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico - CRA, mediante concepto CRA No.: 20066000033371 del 06 julio de 2006, en el cual concluyó que los servicios de recolección, transporte y disposición final de escombros, además de ser servicio público, podían considerarse como un servicio especial de aseo.
De ahí que quién opte por ejecutar dichas actividades debe ajustarse al régimen de servicios públicos domiciliarios, entre otros aspectos, al régimen jurídico diseñado por el legislador para las empresas de estos servicios.
En cuanto al registro ante la Entidad de inspección, control y vigilancia, el numeral 11.8 del artículo 11 de la mencionada Ley, impone la obligación a los prestadores de servicios públicos domiciliarios de "informar el inicio de sus actividades a las respectiva Comisión de Regulación, y a la Superintendencia de Servicios Públicos, para que esas autoridades puedan cumplir sus funciones".
Por otra parte, en lo que tiene que ver con las tarifas que pueden ser cobradas por las empresas que desarrollen la actividad de recolección de escombros, de conformidad con el citado concepto de la CRA, uno de los regímenes de regulación contemplados por la Ley 142 de 1994 en su artículo 88, es el de libertad.
Bajo dicho régimen, las entidades prestatarias de los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, a nivel nacional pueden determinar libremente sus tarifas cuando no tengan una posición dominante en su mercado, o cuando no exista competencia entre proveedores, de acuerdo con los criterios y condiciones establecidos por la ley y las comisiones de regulación respectivas.
Tal régimen es aplicable a las actividades relacionadas con la recolección, transporte y disposición de escombros: esta última también clasificada como un servicio especial de aseo, en donde el valor del servicio resultante de la prestación de dicho servicio, salvo el de aprovechamiento, será pactado libremente por el usuario que lo solicite y la persona prestadora del servicio.
Finalmente, la posición de la Oficina Asesora Jurídica en materia de escombros, se encuentra descrita en los siguientes conceptos: Concepto SSPD 886

 HYPERLINK "http://172.16.2.66:8080/ark-legal/SSPD/details?docId=ad43436b-c864-4aa5-ac69-e77b56478c79&channel=%2fConceptos%2fConceptos+SSPD%2f2009&subEspacio=" 870 de 2009, Concepto SSPD 300 de 2009, Concepto SSPD 211 de 2009, Concepto SSPD 149 de 2008, Concepto SSPD 392 de 2006, Concepto SSPD 344 de 2006, Concepto SSPD 297 de 2006, los cuales puede consultar en la siguiente dirección: http://www.superservici de 2009, Concepto SSPD os.gov.co/basedoc/.
2. Suspensión del servicio público domiciliario de aseo
De conformidad con lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 2º de la Ley 142 de 1994, una de las finalidades de la intervención del Estado en los servicios públicos es velar por la prestación continua e ininterrumpida de los servicios públicos, finalidad que se origina entre otras razones por el carácter de esenciales que les asignó el artículo 4 de esa misma norma.
Esa característica de esencialidad de los servicios públicos comporta que, según el artículo 136 de la ley 142 de 1994, la obligación principal de la empresa en el contrato servicios públicos sea la prestación continua.
Conforme lo señalado, para todos los servicios públicos domiciliarios de que trata la Ley 142 de 1994 la continuidad en su prestación tiene su base en la esencialidad del servicio; para el caso particular del servicio de aseo, de acuerdo con el artículo 112 del Decreto 1713 de 2002, el cual subrogó el artículo 89 del Decreto 605 de 1996, la continuidad del servicio no tiene como base únicamente la razón de que sea esencial, sino que se apoya en motivos de salubridad pública y de política ambiental.
En ese sentido, observando de manera armónica lo dispuesto en los artículos 140 de la Ley 142 de 1994 y 112 del Decreto 1713 de 2002, se tiene que el servicio de aseo, por su esencialidad, y por su relación con aspectos sanitarios y ambientales, no puede suspenderse salvo que medien razones de fuerza mayor o caso fortuito que así obliguen a hacerlo. Particularmente, el artículo 112 citado señala que salvo fuerza mayor o caso fortuito las empresas de aseo no pueden suspender el servicio de manera temporal o definitiva. La naturaleza misma del servicio de aseo hace que éste, en punto del tema de la suspensión, se aparte de otros servicios (energía, agua potable, gas) en los cuales su no prestación por causa imputable al usuario no afecta a los demás miembros de la comunidad.
Por otra parte, debe advertirse que el inciso final del artículo 140 de la Ley 142 de 1994 prevé que haya o no suspensión del servicio, la empresa puede ejercer los demás derechos que las leyes y el contrato le conceden en caso de incumplimiento. En el caso del aseo, la no suspensión por razones de orden sanitario y ambiental no impide que la empresa pueda ejercer acciones que le permitan efectuar el cobro del servicio, como por ejemplo, el cobro ejecutivo ante la jurisdicción ordinaria o la jurisdicción coactiva por parte de las empresas industriales y comerciales del Estado prestadoras de servicios públicos (art. 130 de la Ley 142 de 1994).
Ahora bien, en cuanto a la posibilidad de exonerar a un usuario del servicio de aseo de una vivienda que permanece deshabitada se tiene que, si se ha demostrado que efectivamente los inmuebles se encuentran deshabitados y por lo tanto no se producen residuos sólidos o desechos, la persona deberá cancelar los otros componentes del servicio de aseo que la empresa efectivamente esté prestando, independientemente de que no se le preste el servicio de recolección, transporte u otros componentes del servicio de aseo, tales como el barrido y limpieza de áreas públicas.
En efecto, el Decreto 1713 de 2002 en cuanto a los componentes del servicio de aseo dispone lo siguiente:
“Artículo 11. Componentes del servicio público de aseo. Para efectos de este decreto se consideran como componentes del servicio público de aseo, los siguientes:
1. Recolección
2. Transporte.
3. Barrido y limpieza de vías y áreas públicas, corte de césped y poda de árboles ubicados en las vías y áreas públicas, lavado de estas áreas.
4. Transferencia.
5. Tratamiento.
6. Aprovechamiento.
7. Disposición final”.
Quienes sean responsables del pago del servicio de aseo en inmuebles que se encuentran desocupados, pueden solicitar a la empresa la aplicación de la tarifa para este tipo de bienes cuyos requisitos se encuentran establecidos en el artículo 37 de la Resolución CRA 351 de 2005 el cual señala lo siguiente:
“Artículo 37. Inmuebles desocupados. Los inmuebles que acrediten estar desocupados, tendrán como tarifa techo la sumatoria de los costos asociados a comercialización, manejo del recaudo fijo y barrido y limpieza establecidos en la presente resolución, considerando una cantidad correspondiente de toneladas dispuestas para recolección igual a cero (TDi = 0).
Parágrafo. Para ser objeto de la aplicación de la tarifa definida en el presente artículo, será necesario acreditar ante la persona prestadora la desocupación del inmueble, para lo cual el solicitante deberá presentar al prestador uno (1) de los siguientes documentos:
(i) Factura del último período del servicio de acueducto, en la que se pueda establecer que no se presentó consumo de agua potable.
(ii) Factura del último período del servicio de energía, en la que conste un consumo inferior o igual a cincuenta (50) kilowats/ hora -mes.
(iii) Acta de la inspección ocular al inmueble por parte de la persona prestadora del servicio de aseo, en la que conste la desocupación del predio.
(iv) Carta de aceptación de la persona prestadora del servicio de acueducto de la solicitud de suspensión del servicio por mutuo acuerdo.
La persona prestadora del servicio de aseo, una vez acreditado por el usuario la desocupación del inmueble conforme a lo previsto anteriormente, deberá tomar todas las medidas necesarias para que el usuario cancele únicamente el valor correspondiente a la tarifa del inmueble desocupado, de conformidad con la fórmula de cálculo que se fija en la presente resolución.
La acreditación de la desocupación del inmueble tendrá una vigencia de tres (3) meses, al cabo de los cuales deberá presentarse nuevamente la documentación respectiva ante la persona prestadora del servicio de aseo.
La persona prestadora del servicio ordinario de aseo podrá dar aplicación, de oficio, a la tarifa definida en el presente artículo”.
De conformidad con lo anterior, la acreditación del inmueble desocupado proviene de la presentación ante el prestador del servicio de uno solo de los documentos señalados en la disposición transcrita, razón por la cual, bajo el supuesto de que el inmueble aún sin estar habitado por personas se encuentre amoblado, no es uno de las condiciones que acreditan ocupación del mismo, puesto que el criterio para establecer si se encuentra o no habitado está relacionado directamente con el consumo de servicios públicos ya sea de acueducto o de energía.
Ahora bien, la inspección ocular del inmueble puede demostrar la desocupación del inmueble pero no determinado con base en la existencia de muebles dentro del mismo, sino que se encuentra deshabitado por personas y como consecuencia no hay consumo.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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